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Esta guía recoge una selección de criterios fundamentales del marco jurídico aplicable al 
trabajo periodístico en España. No se trata de un listado cerrado de soluciones, sino de 
orientaciones prácticas para ayudar a la toma de decisiones en situaciones donde puede 
existir conflicto entre el ejercicio profesional del periodismo y otros derechos 
fundamentales. 

Las dudas más habituales en la práctica periodística suelen surgir en dos direcciones: por 
un lado, en la valoración de si una información relevante puede difundirse sin vulnerar la ley; 
y por otro, en la forma de actuar ante requerimientos o intervenciones de dudosa 
legitimidad, como limitaciones a la grabación, retirada de material o expulsiones de 
espacios públicos. 

Las bases de esta guía se encuentran en la legislación vigente y en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional español, especialmente en relación con el derecho a la información 
y la libertad de expresión. 

Periodismo y Constitución  

El periodismo en España está protegido por la Constitución Española de 1978, dentro del 
artículo 20 del Título I, dedicado a los derechos fundamentales. Este artículo reconoce tanto 
la libertad de expresión como el derecho a la información. 

En concreto, se establece el derecho a expresar y difundir ideas, así como a comunicar y 
recibir información veraz por cualquier medio de difusión. Además, se regula la protección 
de figuras clave en el ejercicio periodístico como la cláusula de conciencia y el secreto 
profesional. 

Este marco constitucional es la base legal que legitima la actividad periodística y garantiza 
su función en una sociedad democrática. 

Información veraz 

El concepto de información veraz no exige una verdad absoluta, sino el cumplimiento de un 
deber de diligencia por parte del periodista. Según la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, este deber implica: 

●​ La búsqueda activa de la verdad de la información. 
●​ El contraste de los datos con fuentes fiables y solventes. 
●​ La comprobación de la coherencia interna de la información antes de su difusión. 
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Por tanto, la veracidad se entiende como un proceso de trabajo responsable, no como la 
ausencia total de error. 

Derecho a la información y libertad de expresión 

Aunque en el uso cotidiano suelen confundirse, el derecho a la información y la libertad de 
expresión tienen diferencias jurídicas relevantes. 

●​ La libertad de expresión se refiere a ideas, opiniones, juicios de valor o creencias, que 
no pueden someterse a verificación objetiva como verdaderos o falsos. 

●​ El derecho a la información, en cambio, se centra en hechos noticiables, que sí 
pueden ser contrastados y evaluados en términos de veracidad o exactitud, así 
como en la diligencia utilizada para su obtención. 

En el caso de contenidos periodísticos que incluyen opiniones sobre hechos, estos solo 
quedan protegidos constitucionalmente si los hechos en los que se basan cumplen los 
requisitos de información veraz. 

Conflictos entre derecho a la información, honor, ​
intimidad e imagen 

En situaciones de conflicto entre el derecho a la información y otros derechos 
fundamentales como el honor, la intimidad o la propia imagen, deben valorarse diversos 
elementos: 

●​ Las circunstancias concretas del caso. 
●​ La diligencia profesional en la obtención y verificación de la información. 
●​ La naturaleza del contenido informativo. 
●​ El interés público de la información. 
●​ La relevancia objetiva de los hechos difundidos. 

La ponderación de estos factores es esencial para determinar si la publicación está 
justificada dentro del ejercicio legítimo del periodismo. 

Derecho de rectificación o réplica 

El derecho de rectificación permite a personas físicas o jurídicas solicitar la corrección de 
informaciones que consideren inexactas. Su finalidad no es establecer la verdad absoluta ni 
reparar daños, sino prevenir posibles perjuicios derivados de una información publicada. 

Según la interpretación del Tribunal Constitucional, este derecho garantiza que la persona 
afectada pueda ofrecer su versión de los hechos, permitiendo así un equilibrio informativo 
en los medios de comunicación o plataformas digitales. 

Este mecanismo refuerza el principio de pluralidad informativa y la responsabilidad en la 
difusión de contenidos periodísticos. 


